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Resumen 
 

De cara a las elecciones presidenciales del 7 de noviembre de 2021, el gobierno del 
Presidente Daniel Ortega ha iniciado una campaña de detenciones arbitrarias y persecución 
contra críticos del gobierno, incluidos prominentes opositores políticos, defensores de 
derechos humanos y periodistas.  
 
A su vez, el gobierno se ha aprovechado de su mayoría en la Asamblea Nacional para 
adoptar restricciones amplias que socavan gravemente derechos humanos fundamentales, 
así como una “reforma” electoral que, en la práctica, facilita la posibilidad de inhabilitar a 
opositores políticos. El gobierno también ha retenido el control del Consejo Supremo 
Electoral (CSE), el organismo de supervisión electoral de Nicaragua, luego de que la 
Asamblea Nacional designara a nuevos miembros del CSE, todos ellos afines al gobierno. 
Pocos días después, este órgano canceló la personería jurídica de un partido de oposición 
que funcionaba como el vehículo electoral de una de las dos principales coaliciones 
opositoras.  
 
Desde fines de mayo de 2021, mientras se estaba finalizando este informe, y a lo largo de 
una semana, las autoridades nicaragüenses detuvieron a destacados candidatos 
presidenciales opositores e impulsaron investigaciones penales contra ellos que parecen 
responder a motivaciones políticas:  
 

• Cristiana Chamorro está siendo investigada por presunto lavado de dinero y 
“falsedad ideológica”, entre otros cargos. El Ministerio de Gobernación la acusó de 
utilizar fondos internacionales, enviados a través de una fundación que trabaja por 
la defensa de la libertad de expresión, para cometer “actos de terrorismo y 
desestabilización”. El Ministerio Público luego solicitó la inhabilitación de Chamorro 
para postularse a la presidencia por estar sujeta a un proceso penal. Posteriormente 
la policía allanó su casa y se dispuso su arresto domiciliario.  

• Arturo Cruz Sequeira fue detenido por la policía al bajar de un avión procedente de 
Estados Unidos, por supuestamente “atentar contra la sociedad nicaragüense”. 
Desde su detención, Cruz ha estado incomunicado en la Dirección de Auxilio Judicial 
(conocida también como la cárcel de El Chipote), un centro de detención donde los 
detenidos han sufrido abusos en reiteradas ocasiones. Cruz prácticamente no ha 
tenido acceso a su abogado o familiares. 
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• Félix Maradiaga está siendo investigado por supuestamente “pedir intervenciones 
militares”, “organizarse con financiamiento de potencias extranjeras para ejecutar 
actos de terrorismo y desestabilización”, “demandar, exaltar y aplaudir la imposición 
de sanciones contra el Estado de Nicaragua y sus ciudadanos” e “incitar a la 
injerencia extranjera en los asuntos internos”. Al momento de preparación de este 
documento, Maradiaga encontraba incomunicado y, al parecer, en la cárcel de  
El Chipote. 

• Juan Sebastián Chamorro fue detenido el mismo día que Maradiaga. Se lo acusó de 
los mismos delitos. También se encontraba incomunicado y, al parecer, en  
El Chipote. 

 

Las autoridades llevaron a cabo una ola de nuevos arrestos durante los días siguientes, y, 
hasta el 14 de junio, habían detenido a otros nueve reconocidos críticos del gobierno. El 20 
de junio detuvieron, además, a otro candidato presidencial de oposición, Miguel Mora 
Barberena. Al igual que Maradiaga y Chamorro, estas personas están siendo investigadas 
por presuntamente “pedir intervenciones militares”, “organizarse con financiamiento de 
potencias extranjeras para ejecutar actos de terrorismo y desestabilización”, “demandar, 
exaltar y aplaudir la imposición de sanciones contra el Estado de Nicaragua y sus 
ciudadanos” e “incitar a la injerencia extranjera en los asuntos internos”. 
 
Los arrestos de prominentes opositores políticos y críticos, junto con otras graves 
violaciones de derechos humanos que Human Rights Watch documentó durante la 
investigación para este informe, parecen formar parte de una estrategia gubernamental más 
amplia para reprimir el disenso, infundir temor y restringir la participación política. En las 
condiciones actuales, los nicaragüenses enfrentan obstáculos enormes —y probablemente 
infranqueables— para el ejercicio de sus derechos de libertad de expresión, reunión y 
asociación, así como de sus derechos a votar y a postularse a cargos públicos en elecciones 
libres y justas.  
 
Entre febrero y junio de 2021, Human Rights Watch entrevistó de forma telefónica a 53 
personas en Nicaragua, incluidos 46 activistas, abogados, periodistas, defensores de 
derechos humanos y opositores políticos que habían sido víctimas de hostigamiento o 
habían sido sometidos a detenciones arbitrarias. También revisamos fotografías y videos de 
las detenciones y del asedio policial, así como informes de prensa y publicaciones de 
organizaciones locales y organismos internacionales de derechos humanos. El 14 de mayo, 
Human Rights Watch solicitó información a las autoridades nicaragüenses sobre el estado 
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de las investigaciones relativas a detenciones y actos de hostigamiento, pero no había 
recibido una respuesta al momento de la publicación del informe.  
 
A menudo, el gobierno despliega a miembros de las fuerzas de seguridad —incluidos 
militares, policías antidisturbios y policías de civil— y a partidarios del gobierno frente a las 
viviendas de críticos. Hemos documentado casos en los cuales los oficiales impidieron que 
los críticos, y a veces sus familiares, pudieran salir de sus casas, y tomaron fotografías a 
quienes entraban o salían de las residencias o les pidieron sus documentos de identidad. 
Algunas de las personas que han sido blanco de estas tácticas del gobierno han informado 
que esta vigilancia los desalienta de participar en manifestaciones o actividades 
relacionadas con grupos opositores y que también intimida a sus vecinos. Además, la 
policía ha impuesto restricciones específicas a la circulación de dirigentes de oposición, 
como prohibirles que se trasladen fuera de las ciudades donde viven para asistir a eventos 
partidarios, impidiéndoles participar en actividades de sus partidos.  
 
Las víctimas explicaron que la policía permanece apostada frente a sus viviendas, a veces 
en forma intermitente, en ocasiones por períodos de algunas horas y, en algunos casos, 
durante días o meses. En ciertos casos, la policía se presenta fuera de sus viviendas durante 
la noche y despierta a las personas con las sirenas de las patrullas policiales. Muchas 
víctimas manifestaron sentirse aisladas y no poder visitar a amistades o familiares, asistir a 
reuniones, ir a trabajar o participar en protestas. En dos casos que se documentan en este 
informe, las acciones policiales perjudicaron a menores de edad. En un caso, la policía 
impidió que dos niñas asistieran a la escuela durante tres días; y en otro, demoró el acceso 
de un niño a la atención sanitaria.  
 
Para comprar alimentos, ir a trabajar o visitar familiares, algunas víctimas tuvieron que salir 
de forma encubierta o eligieron hacerlo solo cuando la policía no estuviera presente frente a 
sus casas. Incluso en esos casos, la policía las siguió en varias oportunidades, 
generalmente en motocicletas. En dos casos que documentamos, policías y miembros de 
grupos armados partidarios del gobierno golpearon y detuvieron a quienes habían salido de 
sus casas. La prensa y organizaciones de derechos humanos han informado que la policía 
obligó a críticos a borrar de sus celulares videos o fotografías de manifestaciones, además 
de hostigar y golpear a quienes cubrían protestas o eventos de oposición. 
 
Algunas de las personas que sufrieron acoso fueron sometidas a detención arbitraria 
reiteradas veces, en general por períodos que iban desde horas hasta días. La policía detuvo 
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a críticos del gobierno en retenes policiales, en la vía pública o en sus viviendas, en general 
sin mostrar una orden de allanamiento. En la mayoría de los casos, la policía no les indicó 
por qué estaban siendo detenidas ni les mostró órdenes de detención. Documentamos tres 
casos en los cuales mujeres sufrieron acoso y agresión sexual mientras estuvieron 
detenidas.  
 
La policía acusó a algunas de estas personas de “golpistas”, de “trabajar para Estados 
Unidos” y/o de “odiar al gobierno”. A su vez, quienes habían sido detenidos anteriormente 
durante la brutal represión de las protestas contra el gobierno en 2018, y sometidos a 
procesos judiciales plagados de abusos, han sufrido acoso y vigilancia policial regularmente 
desde que fueron liberados. En varios casos, las autoridades los interrogaron sobre su 
activismo político. Y en al menos siete casos, las fuerzas de seguridad volvieron a 
arrestarlos, aunque por hechos en principio no vinculados con las causas impulsadas en su 
contra en 2018.  
 
A menudo, la policía amenazó a personas al momento de su liberación, advirtiéndoles que 
podría matarlas o volver a detenerlas. Varias refirieron haber recibido maltratos durante la 
detención y, en al menos dos casos que documentó Human Rights Watch, es probable que 
esto abusos constituyan torturas. Estos casos incluyen golpizas violentas, obligar a mujeres 
a hacer sentadillas desnudas sin ningún fin aparente más que humillarlas e intimidarlas, y 
someter a una persona reiteradamente a la práctica de sumergir su cabeza bajo el agua.  
 
Las organizaciones de derechos humanos y los medios de comunicación nicaragüenses han 
informado sobre más de 400 casos que reflejan un patrón similar al que documentó Human 
Rights Watch. Estos abusos adquieren un carácter más notorio en el contexto electoral 
actual, dado que parecen estar orientados a limitar la participación política de críticos  
y opositores.  
 
Ante los intentos flagrantes del gobierno de Ortega por debilitar las instituciones 
democráticas fundamentales y avasallar los derechos de los nicaragüenses, es crucial que 
los actores internacionales comprometidos con la defensa de los derechos humanos y la 
democracia respondan con mayor contundencia. Human Rights Watch insta a la comunidad 
internacional a redoblar la presión sobre las autoridades nicaragüenses para que pongan fin 
a la escalada represiva actual, aseguren que los responsables sean llevados ante la justicia 
y garanticen que los nicaragüenses puedan ejercer sus derechos políticos en elecciones 
libres y justas.  
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Recomendaciones 
 
A fin de asegurar rendición de cuentas por las graves violaciones de derechos humanos 
documentadas en este informe, impedir que continúen y garantizar que los nicaragüenses 
puedan ejercer sus derechos políticos, es fundamental que se intensifique la presión 
internacional sobre el gobierno de Nicaragua. Concretamente: 
 

Los miembros del Consejo de Derechos Humanos de las  
Naciones Unidas deberían: 

• Exhortar al gobierno de Nicaragua a que cumpla con la resolución A/HRC/46/L.8 del 
Consejo, del 12 de marzo de 2021, así como supervisar su cumplimiento. La 
resolución insta al gobierno a que “derogue o modifique la legislación que pueda 
restringir indebidamente los derechos a las libertades de expresión y de asociación, 
a la vida privada y a participar en la dirección de los asuntos públicos”, y a “aprobar 
[...] reformas electorales e institucionales que garanticen unas elecciones libres, 
justas, transparentes, representativas y creíbles, de acuerdo con las normas 
internacionales, que prevean la presencia de observadores electorales 
independientes nacionales e internacionales” 1. 

• Seguir atentamente las actualizaciones e informes de la Oficina de la Alta 
Comisionada de Naciones Unidad para los Derechos Humanos (OACNUDH) y 
cerciorarse de que se realice un escrutinio constante de la situación de los derechos 
humanos en Nicaragua, lo cual incluye exhortar al gobierno nicaragüense a que 
permita el acceso del equipo de la OACNUDH a Nicaragua para monitorear y 
documentar las graves violaciones de derechos humanos perpetradas en el país 
desde abril de 2018. 
 

El Secretario General de la ONU António Guterres debería: 
• Continuar dando seguimiento a lo que ocurre en Nicaragua y manifestar 

públicamente su preocupación por el deterioro de la situación de los derechos 
humanos en el país.  

 
1 Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Promoción y protección de los derechos humanos en Nicaragua”, 
Informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos e informes de la Oficina del Alto 
Comisionado y del Secretario General, A/HRC/46/L.8, 12 de marzo de 2021, https://undocs.org/es/A/HRC/46/L.8 (consultado 
el 12 de marzo de 2021).  
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• Sobre la base de su Llamado a la acción por los derechos humanos y de conformidad 
con el artículo 99 de la Carta de las Naciones Unidas, señalar la crisis en Nicaragua a 
la atención del Consejo de Seguridad e instar a sus miembros a que lleven a cabo 
una sesión abierta sobre este tema. 

• Exhortar al Consejo de Seguridad de la ONU a que apoye los esfuerzos de la 
OACNUDH y del Consejo de Derechos Humanos con respecto a Nicaragua. 

• Expresar públicamente el apoyo a los esfuerzos internacionales para llevar a los 
responsables de graves violaciones de derechos humanos en Nicaragua ante  
la justicia. 

 

Los Miembros del Consejo de Seguridad de la ONU deberían: 
• Invitar tanto al Secretario General como a la Alta Comisionada para los Derechos 

Humanos a informar a los miembros del Consejo acerca de la situación en Nicaragua 
en una sesión pública formal o informal. 

• Incluir a Nicaragua a la agenda del Consejo de Seguridad y considerar la 
implementación de sanciones individuales contra los responsables de graves 
violaciones de derechos humanos.  

 

Los Procedimientos Especiales pertinentes de la ONU deberían: 
• Monitorear e informar al Consejo de Derechos Humanos acerca de las violaciones de 

derechos humanos que se hayan producido y que se enmarquen dentro de sus 
mandatos; por ejemplo, con respecto a la libertad de reunión y de asociación 
pacíficas, la libertad de opinión y expresión, la situación de los defensores de 
derechos humanos, la violencia contra las mujeres y la tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, en particular lo relativo a las prácticas abusivas de las 
autoridades nicaragüenses contra quienes critican al gobierno. 

 

Estados Unidos, Canadá, la Unión Europea (UE), los Estados Miembros de la 
UE, los gobiernos de América Latina y otros gobiernos preocupados por la 
situación en el país deberían: 

• Ejercer presión sobre el gobierno de Ortega para que autorice a los organismos 
internacionales de derechos humanos que fueron expulsados en 2018 —la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Oficina de la Alta Comisionada de 
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las Naciones Unidas para los Derechos Humanos— a que vuelvan a ingresar a 
Nicaragua con el fin de dar seguimiento a la situación de derechos humanos en  
el país. 

• Imponer sanciones individuales (o mantenerlas, si ya se han implementado), 
incluidas la prohibición de ingreso a estos países y el congelamiento de activos, 
contra altos funcionarios gubernamentales que sean responsables de las violaciones 
de derechos humanos documentadas en este informe, incluidos: 

o El Presidente Daniel Ortega, jefe supremo de la Policía Nacional, que cuenta 
con amplias facultades, incluidas las de “disponer” de la policía a su arbitrio. 
Miembros de la Policía Nacional han cometido graves violaciones de 
derechos humanos durante las protestas de 2018, incluyendo el uso 
desproporcionado de la fuerza que, en algunas oportunidades, llevó a 
ejecuciones extrajudiciales; desapariciones forzadas; gran cantidad de 
detenciones arbitrarias o ilegales; frecuentes malos tratos, y casos de 
violencia sexual en centros de detención. A su vez, el gobierno del Presidente 
Ortega ha reprimido selectivamente a defensores de derechos humanos 
mediante amenazas de muerte, ataques físicos, detenciones arbitrarias, 
allanamientos abusivos y cierres forzosos de organizaciones de derechos 
humanos y medios de comunicación, así como con legislación abusiva que 
restringe la libertad de expresión, de reunión y de asociación.  

o La Vicepresidenta Rosario María Murillo de Ortega, quien generalmente se 
considera que comparte las facultades presidenciales. El Departamento del 
Tesoro de Estados Unidos la ha señalado como la “copresidenta de facto” de 
Nicaragua, y ha indicado que tiene “acceso e influencia” sobre la policía. 
Además, el Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (GIEI) para 
Nicaragua de la Organización de Estados Americanos (OEA) señaló que los 
discursos de Murillo “avala[ron]” y ayudaron a “acrecent[ar]” la represión de 
2018 2. Murillo también ha expresado públicamente su apoyo a las reformas 
legislativas represivas, incluida la reforma constitucional sobre “crímenes de 
odio” a la que se hace referencia en este informe. 

o El diputado Gustavo Eduardo Porras Cortés, presidente de la Asamblea 
Nacional y aliado cercano del gobierno. Bajo el liderazgo de Porras, la 

 
2 Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (GIEI), CIDH, “Informe sobre los hechos de violencia ocurridos entre el 18 
de abril y el 30 de mayo de 2018”, diciembre de 2018, https://gieinicaragua.org/giei-
content/uploads/2018/12/GIEI_INFORME_DIGITAL.pdf (consultado el 20 de mayo de 2021), p.59 
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Asamblea Nacional promulgó leyes que debilitan a las instituciones y los 
procesos democráticos, incluidas la Ley Especial de Ciberdelitos; la Ley de 
Regulación de Agentes Extranjeros; la Ley de Defensa de los Derechos del 
Pueblo a la Independencia, la Soberanía y la Autodeterminación para la Paz; 
y una Ley de Amnistía aprobada en junio de 2019 para delitos cometidos en 
el contexto de las protestas de 2018, que contribuyó a limitar las 
investigaciones penales contra los responsables de ejecuciones 
extrajudiciales y otros abusos en el país.  

o El diputado Edwin Castro, jefe de la bancada oficialista —el Frente Sandinista 
de Liberación Nacional (FSLN)— que tiene mayoría en la Asamblea Nacional. 
Bajo su liderazgo, los legisladores del FSLN han sancionado varias reformas 
que restringen gravemente la libertad de expresión y asociación, incluidas la 
Ley Especial de Ciberdelitos y la reforma constitucional sobre crímenes de 
odio, así como la Ley de Amnistía.  

o La Fiscal General Ana Julia Guido Ochoa, quien fue nombrada en 2014 y 
continúa en el cargo el día de hoy, encabezaba el Ministerio Público cuando 
se produjeron procesos penales arbitrarios contra opositores durante las 
protestas de 2018 y seguía ejerciendo ese cargo cuando se llevaron adelante 
las investigaciones y los procesos penales documentados en este informe. 
Bajo su liderazgo, el Ministerio Público impulsó investigaciones penales 
arbitrarias contra líderes de la oposición y críticos.  

o El Director General de la Policía Nacional Francisco Javier Díaz, quien se cree 
ha ejercido un control significativo sobre la fuerza; inicialmente como 
subdirector y luego como director general durante las protestas contra el 
gobierno en 2018. Como jefe de la fuerza, Díaz es responsable por la 
actuación de los agentes que son sus subordinados, dado que él sabía o 
debería haber sabido sobre sus acciones represivas, incluidas las formas de 
represión selectiva que la policía lleva a cabo en la actualidad.  

• Exhortar al gobierno a que cree una unidad de investigación independiente con 
expertos internacionales que se ocupen de supervisar investigaciones creíbles, 
imparciales y exhaustivas, llevadas a cabo por el Ministerio Público, sobre la 
presunta responsabilidad de altos mandos de la policía en graves violaciones de 
derechos humanos cometidas en el contexto de la represión en 2018 y 
posteriormente. 
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• A través de sus representantes y embajadas en Nicaragua, realizar un seguimiento 
riguroso de la situación en el terreno, incluso mediante el monitoreo de juicios 
contra opositores y críticos, si resulta posible, y visitas a los detenidos en prisión o 
bajo arresto domiciliario, si les es permitido; y condenar abiertamente los abusos 
contra medios independientes y defensores de derechos humanos, además de 
brindar apoyo a su labor. 

• Exhortar al gobierno a que ponga fin a las violaciones de derechos humanos contra 
críticos, como las que se documentan en el informe, incluida la violencia sexual y 
otros malos tratos —que, en algunas ocasiones, constituyen torturas—  
a los detenidos. 
 

Los órganos políticos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) 
deberían: 

• Presionar al gobierno de Ortega para que autorice una visita al país por parte de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), y a que su Mecanismo 
Especial de Seguimiento para Nicaragua (MESENI) vuelva a ingresar en el país. 

• Continuar realizando un seguimiento riguroso e informando sobre la situación de los 
derechos humanos en Nicaragua, incluso en relación con las elecciones 
presidenciales de 2021, como parte de su presente análisis respecto de las 
obligaciones asumidas por Nicaragua conforme a la Carta Democrática 
Interamericana. 

 

Los Estados Miembros de la Convención contra la Tortura de 1984 y la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura deberían: 

• Ejercer la jurisdicción penal, en la medida en que lo permita el derecho interno, 
respecto de funcionarios nicaragüenses responsables de torturas, de conformidad 
con el artículo 5 de la Convención contra la Tortura de la ONU. 
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Leyes represivas y reforma electoral en Nicaragua 
 
El Presidente Daniel Ortega ha estado en el poder de manera ininterrumpida desde 2007. En 
2009, la Corte Suprema de Justicia emitió un fallo que le permitió ignorar una prohibición 
constitucional a su reelección y postularse a un segundo mandato consecutivo 3. Y una 
reforma constitucional aprobada en 2014 por su partido —que controlaba (y aún controla) la 
Asamblea Nacional— derogó los límites al período presidencial, permitiéndole que volviera 
a postularse a un tercer mandato en 2016 4. Su gobierno ejerce pleno control sobre todos los 
poderes del Estado, incluyendo el poder judicial y el Consejo Supremo Electoral 5. Ortega 
busca la reelección para un cuarto mandato el 7 de noviembre de 2021 6.  
 
Una serie de cambios en la normativa electoral, junto con la sanción de nuevas leyes y 
reformas, han reducido drásticamente la posibilidad de los opositores al gobierno y de otros 
individuos de manifestar sus críticas a las políticas gubernamentales. Estas medidas de 
amplio alcance son incompatibles con los derechos a la libertad de expresión, de reunión y 
de asociación, así como los derechos a votar y presentarse a cargos públicos en elecciones 
libres y justas, lo cual implica que Nicaragua está violando sus obligaciones conforme al 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos 7. A su vez, la Carta Democrática Interamericana insta a los Estados 
Miembro de la Organización de los Estados Americanos (OEA) a “promover y defender” la 

 
3 “El Tribunal Supremo de Nicaragua da vía libre a la reelección de Ortega”, El País, 21 de Octubre de 2009, 
https://elpais.com/diario/2009/10/21/internacional/1256076010_850215.html (consultado el 17 de junio de 2021). 
4 Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política de la República de Nicaragua, Asamblea Nacional, Ley N.° 854, 29 de enero 
de 2014, http://legislacion.asamblea.gob.ni/SILEG/Iniciativas.nsf/0/9e79461787f2f80f06257c1600609ea0/$FILE/29-01-
2014%20Ley%20No.%20854%20Reformas%20Constitucionales.pdf; “El presidente Daniel Ortega consigue la reelección 
indefinida”, El País, 28 de enero de 2014, https://elpais.com/internacional/2014/01/29/actualidad/1390955328_152316.html 
(consultado el 1 de mayo de 2021) 
5 Human Rights Watch, Informe Mundial 2021, capítulo sobre Nicaragua, https://www.hrw.org/es/world-report/2021/country-
chapters/377436. 
6 Yubelka Mendoza y Anatoly Kurmanaev, “En Nicaragua se profundiza la represión y la democracia peligra”, The New York 
Times, 7 de Junio de 2021, https://www.nytimes.com/es/2021/06/07/espanol/nicaragua-daniel-ortega-democracia.html 
(consultado el 17 de junio de 2021). 
7 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), adoptado el 16 de diciembre de 1966, Res. A.G. 2200A (XXI), 21 
U.N. GAOR Supp. (No. 16) en 52, Doc. de la ONU A/6316 (1966), 999 U.N.T.S. 171, en vigor desde el 23 de marzo de 1976, 
ratificado por Nicaragua en 1980; Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Pacto de San José de Costa Rica”), 
adoptada el 22 de noviembre de 1969, Serie de Tratados de la OEA N.º 36, 1144 U.N.T.S. 123, en vigor desde el 18 de julio de 
1978, reimpresa en los Documentos Básicos en Materia de Derechos Humanos en el Sistema Interamericano, OEA/Ser. L.V/II.82 
doc.6 rev.1 en 25 (1992), ratificada por Nicaragua el 25 de septiembre de 1979. 
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democracia, incluyendo mediante el respeto de los derechos humanos y la eliminación de 
barreras para la participación en organizaciones políticas y en la vida pública 8.  
 

Falsa reforma electoral 
En octubre de 2020, la OEA adoptó una resolución exhortando al gobierno de Ortega a 
implementar reformas electorales, incluidas “misiones de observación electoral integradas 
por observadores internacionales independientes y acreditados” y “la reestructuración del 
Consejo Supremo Electoral (CSE) para garantizar que funcione de forma totalmente 
independiente, transparente y responsable” 9.  
 
En lugar de ello, el 4 de mayo de 2021, la Asamblea Nacional aprobó una reforma electoral 
que consolida el control gubernamental sobre el proceso electoral y que parece estar 
diseñada para distorsionar aún más el contexto para favorecer al Presidente Ortega 10. 
Específicamente, la reforma: 
 

• Tipifica conductas que permiten excluir a candidatos presidenciales. Prohíbe la 
participación de los denominados “traidores a la patria” y personas que reciban 
“financiamiento extranjero”, términos excesivamente amplios y con definiciones 
vagas que podrían ser aplicados de manera selectiva contra opositores políticos 
para evitar que se presenten a elecciones o se postulen a algún cargo público 11.  

• No exige que haya observadores electorales nacionales o internacionales 
independientes, un requisito que la OEA y el Consejo de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas han considerado fundamental para que haya escrutinios creíbles 
de las elecciones 12.  

 
8 Carta Democrática Interamericana, Organización de los Estados Americanos, adoptado el 11 de septiembre de 2001, 
http://www.oas.org/OASpage/esp/Documentos/Carta_Democratica.htm, art. 1. 
9 Organización de los Estados Americanos, Resolución sobre el restablecimiento de las instituciones democráticas y el respeto 
de los derechos humanos en Nicaragua mediante elecciones libres y justas, adoptada el 21 de octubre de 2020, 
AG/doc.5710/20 rev. 1, https://www.oas.org/en/media_center/press_release.asp?sCodigo=S-019/20 (consultado el 2 de 
mayo de 2021). 
10 Ley de Reforma y Adición a la Ley N.º 331, Ley Electoral, Asamblea Nacional, Ley N° 1070, 4 de mayo de 2021, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/Normaweb.nsf/9e314815a08d4a6206257265005d21f9/4fca1b711015f9af062586ce007623
51?OpenDocument; “Comunicado de la Secretaría General sobre elección de magistrados del CSE y reforma electoral en 
Nicaragua”, comunicado de prensa de la OEA, 6 de mayo de 2021, 
https://www.oas.org/es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-047/21 (consultado el 31 de Mayo de 2021). 
11 Ley de Reforma y Adición a la Ley N.º 331, Ley Electoral, arts. 81 y 180. 
12 Organización de los Estados Americanos (OEA), “Resolución sobre restablecimiento de las instituciones democráticas y el 
respeto de los derechos humanos en Nicaragua mediante elecciones libres y justas”, 21 de octubre de 2020, AG/doc.5710/20 
rev. 1, https://www.oas.org/en/media_center/press_release.asp?sCodigo=S-019/20 (consultado el 15 de junio de 2021); 
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• Regula las facultades de la Policía Nacional para autorizar manifestaciones en 
espacios públicos, incluidos eventos públicos de campaña electoral. Dada la 
participación directa de la policía en la represión contra opositores, y la falta de 
independencia del poder judicial para controlar sus excesos, es sumamente 
improbable que la Policía Nacional vaya a ejercer estas facultades s de una forma 
que favorezca la participación política 13. 

 
El 4 de mayo, Ortega se aseguró el férreo control sobre el órgano de supervisión electoral, el 
Consejo Supremo Electoral (CSE), cuando la Asamblea Nacional (controlada por el partido 
gobernante, el FSLN) designó a nuevos miembros leales a su partido. De acuerdo con las 
leyes nicaragüenses, la Asamblea Nacional tiene la facultad de designar a los miembros del 
CSE “en consulta con las organizaciones civiles pertinentes” 14. No solo no se consultó a la 
sociedad civil, sino que tampoco se eligió ni un solo miembro que hubiera sido propuesto 
por la oposición 15. El actual CSE está conformado por siete miembros y tres suplentes, la 
mayoría de los cuales son miembros del partido de gobierno o exfuncionarios 
gubernamentales 16. Seis de ellos fueron propuestos por el FSLN y el resto por partidos 
aliados con Ortega 17. 
 
El 18 de mayo, el Consejo Supremo Electoral resolvió cancelar la personería jurídica del 
Partido de Restauración Democrática (PRD) —que representa a los movimientos cívicos y 
políticos que conforman la Coalición Nacional opositora—, bajo el argumento de que el PRD 
había violado los “postulados que sirvieron de simiente para la constitución del partido” 18. 

 
Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Promoción y protección de los derechos humanos en Nicaragua”, 
A/HRC/46/L.8, 12 de marzo de 2021, https://undocs.org/es/A/HRC/46/L.8 (consultado el 15 de junio de 2021). 
13 Ley de Reforma y Adición a la Ley N.º 331, Ley Electoral, art. 89. 
14 Constitución Política de la República de Nicaragua, Asamblea Nacional, 11 de noviembre de 1986, 
https://observatoriop10.cepal.org/es/instrumentos/constitucion-politica-la-republica-nicaragua, art. 138. 
15 “El FSLN retiene el control del Consejo Electoral e impone reformas contra la oposición”, Expediente Público, 5 de mayo de 
2021, https://expedientepublico.org/el-fsln-retiene-el-control-del-consejo-electoral-e-impone-reformas-contra-la-oposicion/ 
(consultado el 7 de junio de 2021). 
16 Se trata de Brenda Rocha Chacón, Alma Nubia Baltodano Marcenaro, Devoney McDavis Alvarez, Mayra Salinas Uriarte, 
Lumberto Campbell Hooker, Cairo Melvin Amador, Leonzo Knight Julian, Adriana Marina Molina Fajardo, Maura Lizeth Alvarez 
Ortiz y Alberto Julián Blandón Baldizón. Karen Díaz López y Roy Moncada, “Perfiles: Estos son los nuevos magistrados del 
Consejo Supremo Electoral”, La Prensa, 4 de mayo de 2021, https://www.laprensa.com.ni/2021/05/04/politica/2818606-
perfiles-estos-son-los-nuevos-magistrados-del-consejo-supremo-electoral (consultado el 4 de mayo de 2021). 
17 Moisés Martínez, “Parlamento abre las puertas a un nuevo fraude electoral del FSLN”, El Confidencial, 4 de mayo de 2021, 
https://www.confidencial.com.ni/politica/reformas-electorales-y-magistrados-a-la-medida-del-fsln-abren-puertas-a-nuevo-
fraude/ (consultado el 4 de mayo de 2021).  
18 Consejo Supremo Electoral, Resolución, 18 de mayo de 2021, 
https://www.cse.gob.ni/sites/default/files/documentos/cancelacion_prd.pdf (consultado el 18 de mayo de 2021).  
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Como consecuencia, el PRD tiene prohibido participar en las próximas elecciones 
presidenciales.  
 
El 3 de junio, el CSE emitió una declaración inhabilitando a los candidatos presidenciales 
que “no cumplieran” con las leyes de Nicaragua; por ejemplo, las leyes sobre los 
denominados “agentes extranjeros” y “traidores a la patria”, que incluyen disposiciones 
sumamente amplias que se prestan a abusos, tal como se describe más abajo 19. 
 

Leyes represivas 
La reforma electoral se suma a la adopción de otras leyes y reformas sancionadas por la 
Asamblea Nacional oficialista en los últimos meses que vulneran gravemente derechos 
fundamentales y el Estado de derecho, y que contribuyen a generar un contexto en el cual es 
imposible llevar a cabo elecciones libres y justas. Estas leyes violan el debido proceso 
establecido en el derecho internacional de los derechos humanos y podrían utilizarse para 
disuadir expresiones críticas, restringir la libertad de reunión, dar apariencia de legalidad a 
detenciones arbitrarias, inhibir la participación de opositores en elecciones y mantener 
encarcelados a críticos sin presentar acusaciones formales, con el propósito de restringir o 
limitar su participación política. 
 
La Ley de Defensa de los Derechos del Pueblo a la Independencia, la Soberanía y 
Autodeterminación para la Paz (Ley N° 1055), de diciembre de 2020, prohíbe que los 
denominados “traidores a la patria” se postulen a cargos públicos o los ocupen. Emplea 
términos sumamente imprecisos para definir quiénes son “traidores a la patria”; por 
ejemplo, considera “traidores” a aquellos que “menoscaben la independencia, la soberanía, 
y la autodeterminación” o “lesionen los intereses supremos de la nación”. La ley no indica 
cómo se llegaría a esa determinación ni quién la realizaría 20. 
 
La Ley de Regulación de Agentes Extranjeros de octubre de 2020 exige que las personas 
físicas y jurídicas que reciban fondos del extranjero se registren como “agentes extranjeros” 

 
19 Copia de la resolución del Consejo Supremo Electoral en los registros de Human Rights Watch.  
20 Ley de Defensa de los Derechos del Pueblo a la Independencia, la Soberanía y Autodeterminación para la Paz, Asamblea 
Nacional, Ley N.° 1055, 21 de diciembre de 2020, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/SILEG/Iniciativas.nsf/C4084E2665A5610F06258642007E9C3F/%24File/Ley%20N%C2%B0
%201055%2C%20Ley%20Defensa%20de%20los%20Derechos%20del%20Pueblo.pdf?Open; “Nicaragua: Ley amenaza la 
posibilidad de elecciones libres y justas”, comunicado de prensa de Human Rights Watch, 22 de diciembre de 2020, 
https://www.hrw.org/es/news/2020/12/22/nicaragua-ley-amenaza-la-posibilidad-de-elecciones-libres-y-justas. 



ARREMETIDA CONTRA CRÍTICOS 14 

ante el Ministerio de Gobernación 21. A su vez, prohíbe que las personas registradas como 
“agentes extranjeros” intervengan en “cuestiones, actividades o temas de política interna y 
externa”, y establece que, de hacerlo, podrían aplicárseles sanciones penales 
indeterminadas. La ley también establece que aquellos que no se registren en el término de 
60 días, a partir de la entrada en vigencia de la ley, podrían ser sujetos a multas, la 
cancelación de su personería jurídica y la confiscación de sus bienes 22.  
 
La Ley Especial de Ciberdelitos, también sancionada en octubre de 2020, prevé penas de 
hasta cuatro años de prisión para quienes, usando las tecnologías de la comunicación, 
“publiquen” o “difundan” información “falsa y/o tergiversada, que produzca alarma, temor, 
zozobra”. También pena con hasta cinco años de prisión a quienes publiquen “información 
falsa o tergiversada” que “incita al odio y a la violencia, [o] pone en peligro la estabilidad 
económica, el orden público, la salud pública o la seguridad soberana”, aunque estos 
términos no se definen en la ley 23.  
 
En una reforma constitucional adoptada en enero de 2021, se establece la pena de prisión 
perpetua por “delitos graves, cuando concurran circunstancias de odio, crueles, 
degradantes, humillantes e inhumanas, que por su impacto causen conmoción, rechazo, 
indignación, repugnancia en la comunidad nacional” 24. La reforma podría allanar el camino 
para nuevos abusos, dado que el gobierno a menudo ha acusado, sin fundamentos, a 
críticos y opositores políticos de cometer “delitos de odio” 25.  
 

 
21 Ley de Regulación de Agentes Extranjeros, Asamblea Nacional, Ley N.° 1040, 15 de octubre de 2020, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/9e314815a08d4a6206257265005d21f9/3306286cd4e82c5f06258607005fd
f6b?OpenDocument. 
22 Ley de Regulación de Agentes Extranjeros, Asamblea Nacional, Ley N.° 1040, 15 de octubre de 2020, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/9e314815a08d4a6206257265005d21f9/3306286cd4e82c5f06258607005fd
f6b?OpenDocument. 
23 Ley Especial de Ciberdelitos, Asamblea Nacional, Ley N.° 1042, 27 de octubre de 2020, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/($All)/803E7C7FBCF44D7706258611007C6D87?OpenDocument. 
24 Ley de Reforma al artículo 37 de la Constitución Política de la República de Nicaragua, 18 de enero de 2021, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/9e314815a08d4a6206257265005d21f9/259e2fcbc244949106258662007a
06e6?OpenDocument. 
25 Durante un discurso pronunciado el 15 de septiembre de 2020, con ocasión del Día de la Independencia de Nicaragua, el 
Presidente Daniel Ortega justificó la legislación propuesta sobre delitos de odio aseverando que los activistas opositores “no 
son nicaragüenses; son hijos del demonio, son hijos del diablo y están llenos de odio, cargado del odio están”. “Daniel Ortega 
amenaza con cadena perpetua a la mayoría Azul y Blanco”, video subido a Youtube, 16 de septiembre de 2020, 
https://www.youtube.com/watch?v=peXRBCkjp1o (consultado el 1 de junio de 2021).  
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Una reforma del Código Procesal Penal de febrero de 2021 habilita a los fiscales a mantener 
a personas detenidas durante largos períodos sin presentar una acusación 26. Previamente, 
los fiscales tenían que acusar o liberar a detenidos pasadas las 48 horas en detención. La 
reforma ahora permite que los jueces extiendan el plazo de detención por hasta 90 días. Al 
analizar la solicitud de extensión, un juez debe tomar en consideración diversos factores, 
como la “gravedad del hecho”, “la complejidad de la investigación” y si “se trata de delitos 
de relevancia social y trascendencia nacional”. Sin embargo, la ley en cuestión no define 
qué constituye un delito de “relevancia social” o de “trascendencia nacional”. 
 

Detención arbitraria y hostigamiento selectivo 
La brutal represión de manifestantes por miembros de la Policía Nacional y grupos armados 
partidarios del gobierno en 2018 dejó un saldo de más de 300 muertos y 2.000 heridos, 
además de cientos de personas detenidas arbitrariamente y procesadas 27. Más de 100 
personas detenidas durante las manifestaciones fueron liberadas en el marco de una amplia 
Ley de Amnistía adoptada en junio de 2019 28. Debido en parte a esa ley, al momento de 
redacción de este informe no habían investigaciones ni procesos penales en curso para 
identificar y condenar a los responsables de las violaciones de derechos humanos 
relacionadas con la represión de 2018. En 2019, el Presidente Ortega ascendió a altos 
funcionarios implicados en abusos 29. 
 
En marzo de 2021, el Consejo de Derechos Humanos de la ONU emitió una resolución sobre 
la situación en Nicaragua, en la cual manifestó que policías y grupos armados seguían 
cometiendo abusos, incluidos “ataques violentos y ... repetidos actos de intimidación y 
hostigamiento” 30. Nuestra investigación demuestra que, desde que se aprobó la Ley de 

 
26 Ley de Reforma y Adición a la Ley Nº. 406, Código Procesal Penal de la República de Nicaragua, Asamblea Nacional, Ley N.° 
1060, 2 de febrero de 2021, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/Normaweb.nsf/($All)/49C912ED7DDE58CE062586760053C890?OpenDocument. 
27 Human Rights Watch, Brutal represión: Torturas, tratos crueles y juicios fraudulentos contra manifestantes y opositores en 
Nicaragua, 19 de junio de 2019, https://www.hrw.org/report/2019/06/20/brutal-represion/torturas-tratos-crueles-y-juicios-
fraudulentos-contra. 
28 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Personas privadas de libertad en Nicaragua en el contexto de la crisis de 
derechos humanos iniciada el 18 de abril de 2018”, 5 de octubre de 2020, 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Nicaragua-PPL-es.pdf (consultado el 30 de marzo de 2021), pág. 25.  
29 Human Rights Watch, Informe Mundial 2021, capítulo sobre Nicaragua, https://www.hrw.org/es/world-report/2021/country-
chapters/377436. 
30 Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Promoción y protección de los derechos humanos en Nicaragua”, 
Informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos e informes de la Oficina del Alto 
Comisionado y del Secretario General, A/HRC/46/L.8, 12 de marzo de 2021, https://undocs.org/es/A/HRC/46/L.8 (consultado 
el 12 de marzo de 2021), pág. 2.  
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Amnistía, el gobierno de Ortega ha utilizado acciones de represión selectiva, como vigilancia, 
acoso, amenazas, torturas y detenciones arbitrarias contra la miembros de la sociedad civil 
y opositores políticos. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha llegado a 
conclusiones similares 31.  
 
La organización de derechos humanos nicaragüense Mecanismo de Reconocimiento de 
Presos Políticos informó que, sobre la base de las denuncias recibidas e informes de prensa, 
el gobierno había detenido a 402 personas arbitrariamente en 2020. De esas 402 personas, 
65 enfrentaron procesos penales y 45 fueron condenadas. No se formularon cargos contra la 
mayoría de los detenidos, quienes fueron liberados después de varias horas o días 32.  
 
Organizaciones de derechos humanos en Nicaragua indican que, a junio de 2021, otras 124 
personas percibidas como críticas del gobierno continuaban detenidas arbitrariamente 33. 
Muchas han estado detenidas por más de un año.  
 
Para este informe, Human Rights Watch documentó 46 casos de hostigamiento de críticos, 
incluida la detención arbitraria y la persecución penal de cuatro reconocidos candidatos 
presidenciales de la oposición. En 15 de los 44 casos, agentes de seguridad impidieron a los 
críticos abandonar sus hogares por días o incluso semanas, en circunstancias que 
constituyen detención y arresto arbitrarios. Varios fueron amenazados con ser sometidos a 
procesos judiciales o siguen bajo investigación.  
 
A continuación se describen detalladamente los casos de hostigamiento contra 20 líderes 
opositores y críticos.  

 
31 Por ejemplo, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “A dos años de su visita a Nicaragua, la CIDH advierte y 
condena el incumplimiento de sus recomendaciones y llama urgentemente al Estado a implementarlas”, 16 de mayo de 2020, 
http://www.oas.org/en/iachr/media_center/PReleases/2020/113.asp (consultado el 28 de mayo de 2021); Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, “La CIDH amplía medidas cautelares a favor de familiares de defensoras y defensores 
de derechos humanos en Nicaragua”, 21 de mayo de 2021, 
https://www.oas.org/en/IACHR/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2021/132.asp (consultado el 28 de mayo de 
2021); “Prisión en casa: la otra condena contra los ex prisioneros políticos de Ortega”, Expediente Público, 21 de enero de 2021, 
https://expedientepublico.org/prision-en-casa-la-otra-condena-contra-los-ex-prisioneros-politicos-de-ortega/ (consultado el 7 
de febrero de 2021). 
32 Documentación en los registros de Human Rights Watch.  
33 Mecanismo para el Reconocimiento de Personas Presas Políticas, “Lista- Informe Preliminar Personas Presas Políticas en 
Nicaragua”, 14 de junio de 2021, https://presasypresospoliticosnicaragua.org/wp-content/uploads/2021/06/LISTA-JUNIO.pdf  
(consultado el 16 de junio de 2021).  
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Detenciones y procesamiento arbitrario de líderes de la oposición  
Cristiana Chamorro 
Cristiana Chamorro, de 67 años, es periodista y precandidata presidencial en las elecciones 
de 2021. El 20 de mayo, Chamorro recibió dos citaciones del Ministerio de Gobernación y del 
Ministerio Público 34. En ambas se le ordenaba presentarse ante dichos organismos. El 
Ministerio de Gobernación notificó a Chamorro de una investigación penal iniciada en su 
contra por presunto “lavado de dinero, bienes y activos” a través de la Fundación Violeta 
Barrios de Chamorro, una organización civil que promueve la libertad de prensa 35. Chamorro 
dirigió la fundación hasta la suspensión de sus actividades el 5 de febrero de 2021, tras la 
adopción de la Ley de Regulación de Agentes Extranjeros que, como se describe en el 
capítulo anterior, intenta controlar a las organizaciones que operan en Nicaragua y reciben 
financiamiento externo 36. 
 
El mismo día que se enviaron las citaciones, la policía allanó la sede de la Fundación Violeta 
Barrios de Chamorro, junto con la sede de El Confidencial, un medio independiente que 
dirige el hermano de Cristiana Chamorro, Carlos Fernando Chamorro. Durante el 
allanamiento, las autoridades confiscaron equipos y detuvieron a un camarógrafo y a un 
periodista por algunas horas. 
 
En respuesta a la citación del Ministerio de Gobernación, Chamorro se presentó en las 
oficinas del ministerio el 20 de mayo, donde las autoridades la interrogaron acerca de las 
fuentes de financiamiento de la fundación. La retuvieron allí durante tres horas y no 
permitieron el ingreso de su abogada 37.  
 
El 21 de mayo, Chamorro se presentó en las oficinas del Ministerio Público, cumpliendo con 
la segunda citación. Inicialmente, las autoridades le indicaron a Chamorro que su abogada 
no podía estar presente durante el interrogatorio. Tras negarse a declarar sin su abogada 

 
34 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con el equipo de defensa legal de Cristiana Chamorro, 28 de mayo y 4 de junio 
de 2021. Copia de ambas notificaciones en los registros de Human Rights Watch. Salvo que se indique lo contrario, el caso se 
basa en ambas entrevistas.  
35 Comunicado de prensa del Ministerio de Gobernación del 20 de mayo de 2021 (copia en los registros de Human Rights 
Watch); tuit de Cristiana Chamorro del 20 de mayo de 2021, 
https://twitter.com/chamorrocris/status/1395549743820967938?s=20 (consultado el 20 de mayo de 2021). 
36 “Fundación Violeta Chamorro anuncia su supensión en Nicaragua debido a una nueva ley”, Associated Press, 5 de febrero de 
2021, https://apnews.com/article/noticias-6c365506557abcc4036902ffe3999375 (consultado el 31 de mayo de 2021). 
37 “Cristiana Chamorro ante la Fiscalía por supuesto lavado”, Los Angeles Times, 21 de mayo de 2021, 
https://www.latimes.com/espanol/internacional/articulo/2021-05-22/cristiana-chamorro-ante-la-fiscalia-por-supuesto-lavado 
(consultado el 31 de mayo de 2021). 



ARREMETIDA CONTRA CRÍTICOS 18 

presente, las autoridades permitieron el ingreso de su abogada. Cuando su abogada exigió 
saber cuál era la acusación en contra de Chamorro, las autoridades hicieron referencia a la 
citación del Ministerio de Gobernación, sin mencionar cuáles hechos constituían la base de 
la investigación 38.  
 
Verbalmente, las autoridades del Ministerio Público le informaron que se la acusaba de 
haber utilizado fondos extranjeros desviados a través de la fundación para cometer “actos 
de terrorismo y desestabilización” desde 2018. La investigación está basada en la Ley 
Contra el Lavado de Activos, el Financiamiento al Terrorismo y el Financiamiento a la 
Proliferación de Armas de Destrucción Masiva, sancionada en julio de 2018 39. 
 
El 1 de junio, el equipo de defensa de Chamorro encontró una acusación en su contra en el 
sistema en línea del poder judicial. Los fiscales no le notificaron a ella ni a sus abogados 
sobre los cargos que figuraban en la acusación. El mismo día, la Fiscalía emitió una 
declaración pública en la que anunció que se investigaba a Chamorro por “los delitos de 
lavado de dinero, falsedad ideológica y gestión abusiva”, y solicitó su inhabilitación para 
ejercer cargos públicos porque, al encontrarse imputada de un delito, no estaba “en pleno 
goce de sus derechos civiles y políticos” 40. Conforme al derecho nicaragüense, la 
inhabilitación para ocupar cargos públicos es una sanción que solo puede adoptar el 
Consejo Supremo Electoral luego de que haya concluido un proceso judicial 41. La solicitud 
para inhabilitar a Chamorro fue anunciada el día después de que ella anunciara 
públicamente su intención de postularse a la presidencia, presentándose a las primarias de 
la Alianza Ciudadana por la Libertad, una coalición conformada por el partido Ciudadanos 
por la Libertad y la Alianza Cívica por la Justicia y la Democracia, que agrupa a  
movimientos sociales 42.  

 
38 “Recurso de amparo por amenaza de detención ilegal”, 00051 0-ORM4-2021 (Sala Penal, Tribunal de Apelaciones, Managua, 
25 de mayo de 2021)-CN (copia en los registros de Human Rights Watch).  
39 Marta Hurtado, portavoz de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos de la ONU, “Nota de prensa sobre Nicaragua”, 
28 de mayo de 2021, https://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=27124&LangID=S (consultado 
el 28 de mayo de 2021). 
40 Comunicado 004 2021, comunicado del Ministerio Público, 1 de junio de 2021 (copia en los registros de Human Rights 
Watch).  
41 El Consejo Supremo Electoral es la única autoridad con potestad para inhabilitar a un candidato político. Ley de Reforma y 
Adición N.º 331, Ley Electoral, Asamblea Nacional, Ley N.º 1070, 4 de mayo de 2021, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/Normaweb.nsf/9e314815a08d4a6206257265005d21f9/4fca1b711015f9af062586ce007623
51?OpenDocument, arts. 176 y 177. 
42Tuit de Cristiana Chamorro, 1 de junio de 2021, https://twitter.com/chamorrocris/status/1399806186308968449?s=20 
(consultado el 2 de junio de 2021); “Los Ortega-Murillo inhiben la candidatura de Cristiana Chamorro”, Divergentes, 1 de junio 
de 2021, https://www.divergentes.com/los-ortega-murillo-inhiben-la-candidatura-de-cristiana-chamorro/ (consultado el 2 de 
junio de 2021). 
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Asimismo, el Ministerio Público congeló los activos de Chamorro, levantó el sigilo bancario y 
le prohibió irse del país, asistir a ciertos lugares y reuniones, así como comunicarse con 
personas que tuvieran relación con la investigación 43. El derecho nicaragüense permite la 
adopción de estas medidas cuando sea necesario para una investigación penal 44. 
 
El 2 de junio, según la defensa de Chamorro, oficiales de la policía en motocicletas junto con 
agentes antidisturbios y personas de civil arribaron al domicilio de Chamorro, allanaron su 
vivienda sin presentar una orden judicial y dispusieron su arresto domiciliario. 
Posteriormente, la policía le ordenó a la trabajadora doméstica que se encontraba en la 
vivienda de Chamorro que se retirara. La abogada de Chamorro no pudo verla ni hablar con 
ella, y la policía agredió a periodistas que cubrían el allanamiento 45. A la fecha de 
elaboración de este informe, Chamorro continuaba prácticamente incomunicada dentro  
de su vivienda.  
 
En un comunicado de prensa que se publicó el 2 de junio, el Ministerio Público anunció que 
una jueza había autorizado el allanamiento y la detención de Chamorro. Ese señalamiento 
no se corrobora con un documento disponible en el sistema en línea del poder judicial que, 
según sostiene su abogada, únicamente revela que la jueza “convalidó” el accionar de la 
policía el 3 de junio, esto es, un día después de que ocurrió 46. 
  
Según el derecho nicaragüense, la policía solo puede realizar allanamientos sin una orden 
judicial en casos urgentes muy específicos, como por ejemplo cuando se está ante la 
comisión de un delito o cuando una persona pide ayuda, y dicho allanamiento debe ser 
convalidado por un tribunal durante las 24 horas posteriores 47. Dado que el proceso de 
convalidación tiene por objetivo obtener una autorización judicial ex post facto, para 
allanamientos policiales en los cuales no se haya solicitado una orden judicial previa, la 
orden de convalidación en el caso de Chamorro sugiere claramente que el Ministerio Público 

 
43 Comunicado 004 2021, comunicado del Ministerio Público, 1 de junio de 2021 (copia en los registros de Human Rights 
Watch). 
44 Asamblea Nacional, “Código Procesal Penal de la República de Nicaragua”, 13 de noviembre de 2001, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/Normaweb.nsf/%28%24All%29/5EB5F629016016CE062571A1004F7C62, arts. 166 y 167.  
45 “No nos van a arrodillar: La resiliencia del periodismo que incomoda a Daniel Ortega”, Confidencial, 6 de junio de 2021, 
https://www.confidencial.com.ni/nacion/no-nos-van-a-arrodillar-la-resiliencia-del-periodismo-que-incomoda-a-daniel-ortega/ 
(consultado el 7 de junio de 2021).  
46 “Orden de Convalidación Policial”, firmada por la Jueza Karen Vanessa Chavarría Morales, 3 de junio de 2021 (copia en los 
registros de Human Rights Watch). 
47 “Código Procesal Penal de la República de Nicaragua”, Asamblea Nacional, 13 de noviembre de 2001, 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/Normaweb.nsf/%28%24All%29/5EB5F629016016CE062571A1004F7C62, arts. 241 y 246. 
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y la policía no actuaron sobre la base de una autorización judicial preexistente. Dicha 
conclusión se apoya en el hecho de que la policía no exhibió una orden de allanamiento 
previo a su ingreso en el domicilio de Chamorro.  
 
Asimismo, existen serias dudas acerca de la legitimidad del allanamiento que tuvo lugar en 
el domicilio de Chamorro y su posterior convalidación; según pudo determinar Human Rights 
Watch, no se cumplieron ninguna de las condiciones necesarias para realizar un 
allanamiento sin orden judicial previa.  
 
Al 16 de junio, el equipo de defensores de Chamorro no había podido acceder al expediente 
judicial de su caso, más allá de la limitada información disponible en el sistema judicial  
en línea. 
 
A su vez, oficiales acompañados de personas vestidas de civil intimidaron a una integrante 
del equipo de abogados de Chamorro cuando ella se retiraba de las oficinas del Ministerio 
Público el 27 de mayo, luego de presentar un documento vinculado a la causa. Oficiales y 
personas de civil la interceptaron en la vía pública, así como también a un periodista que 
había declarado en la causa y al abogado del periodista, y les solicitaron sus documentos de 
identificación. Luego, los separaron para interrogarlos y le dijeron a la integrante del equipo 
de abogados de Chamorro que se fuera a su auto. Oficiales le tomaron fotografías al 
vehículo y le preguntaron: “¿No tienes miedo de que alguien se lleve tu auto?” 48. Luego, la 
dejaron irse sin dar ninguna explicación. Una fotografía en la cual se observa a las tres 
personas siendo interceptadas por la policía corrobora este relato49. 
 
Marco Fletes y Walter Gómez, el ex contador y el gerente financiero de la fundación, 
respectivamente, están siendo investigados en la misma causa por presunto “lavado de 
dinero”. La noche del 28 de mayo, Fletes fue arrestado por personas de civil y Gómez fue 
detenido por policías, ambos en Managua, según trascendió en la prensa 50. La abogada de 
Gómez dijo a Human Rights Watch que ambos han estado incomunicados y que desde el 
momento del arresto se les impidió a sus familias y abogados verlos o hablar con ellos. Se 
encontrarían detenidos en la cárcel de El Chipote, pero no existe información oficial que 

 
48 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con alguien con conocimiento legal del caso, 28 de mayo de 2021. 
49 Fotografía en los registros de Human Rights Watch.  
50 “Secuestran a dos extrabajadores de la Fundación Violeta Barrios Chamorro”, 100% Noticias, 28 de mayo de 2021, 
https://100noticias.com.ni/nacionales/107631-secuestro-marcos-fletes-contador-fiscalia-fsln/?mobile (consultado el 29 de 
mayo de 2021). 
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confirme su paradero. Ambos seguían bajo investigación a la fecha de redacción de  
este informe 51.  
 
En relación con la causa de Chamorro, el 25 de mayo, el Ministerio Público citó a Guillermo 
Medrano y a Lourdes Arróliga, dos miembros de la fundación, y a María Lilly Delgado, una 
periodista que había trabajado como consultora para la fundación 52. Cuando pidieron asistir 
acompañados por sus abogados, los fiscales les dijeron que si solicitaban declarar junto 
con sus abogados “iban a pasar de ser testigos a imputados” 53. Los tres se abstuvieron de 
declarar y, de acuerdo con una persona con conocimiento legal del caso, desconocen de qué 
delitos se les acusa. El 1 de junio, el Ministerio Público les prohibió salir del país, asistir a 
ciertos lugares y reuniones, y comunicarse con personas que tuvieran relación con los 
hechos objeto de investigación 54. 

 

Arturo Cruz Sequeira 
Arturo Cruz Sequeira, de 67 años, es exembajador a los Estados Unidos y precandidato 
presidencial por la coalición opositora, Alianza Ciudadana por la Libertad. La policía lo 
arrestó el 5 de junio, cuando llegaba al aeropuerto de Managua en un vuelo proveniente de 
Estados Unidos 55. Durante varios días, Cruz estuvo incomunicado en la cárcel de El Chipote, 
sin acceso a su abogado ni a sus familiares. 
 
El 5 de junio, el Ministerio Público emitió un comunicado de prensa en el cual informaba que 
Cruz estaba siendo investigado por “fuertes indicios de atentar contra la sociedad 
nicaragüense y los derechos del pueblo de Nicaragua” 56. El comunicado citaba la Ley de 
Defensa de los Derechos del Pueblo a la Independencia, la Soberanía y Autodeterminación 
para la Paz (Ley N.° 1055) promulgada en diciembre de 2020, que, como se sostuvo 

 
51 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con alguien con conocimiento legal del caso, 1 de junio de 2021; “Cristiana 
Chamorro se reunirá con CxL este martes”, Despacho 505, 31 de mayo de 2021, https://www.despacho505.com/policia-
orteguista-mantiene-aislados-a-walter-gomez-y-marcos-fletes-exfuncionarios-de-la-fvbch/ (consultado el 1 de junio de 2021). 
52 Wilfredo Miranda, “Entran como testigos y salen imputados. Fiscalía Ortega-Murillo criminaliza a periodistas”, Divergentes, 
25 de mayo de 2021, https://www.divergentes.com/entran-como-testigos-y-salen-imputadas-fiscalia-ortega-murillo-
criminaliza-a-periodistas/ (consultado el 29 de mayo de 2021). Copias de las notificaciones enviadas a Medrano y Alórriga en 
los registros de Human Rights. 
53 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con alguien con conocimiento legal del caso, 28 de mayo de 2021. 
54 “Comunicado 004 2021”, comunicado de prensa del Ministerio Público, 1 de junio de 2021 (copia en los registros de Human 
Rights Watch). 
55 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con alguien con conocimiento legal del caso, 8 de junio de 2021. Salvo que se 
indique lo contrario, el caso se basa en esta entrevista. 
56 Ministerio Público, “Comunicado 008-2021”, comunicado de prensa, 5 de junio de 2021 (copia en los registros de Human 
Rights Watch). 
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anteriormente, parece haber sido diseñada para impedir la participación de candidatos 
opositores en las elecciones.  
 
Tal como se describe en este informe, la ley prohíbe a los llamados “traidores a la patria” (a 
quienes se define en términos imprecisos y amplios) ocupar o postularse para cargos 
públicos. El equipo de defensores de Cruz manifestó no contar con información adicional 
relativa a los hechos que constituyen la base de la investigación. 
 
La policía allanó el domicilio de Cruz el 7 de junio. Su chofer, quien estuvo presente durante 
el allanamiento, informó al abogado que la policía se había llevado “documentación”, pero 
que no conocía su contenido. El abogado de Cruz también dijo a Human Rights Watch que la 
policía le mostró a un guardia de seguridad que se encontraba afuera del domicilio de Cruz 
una orden de allanamiento, pero que no había podido acceder al documento a través del 
sistema en línea del poder judicial. 
 
Al abogado se le impidió participar en una “audiencia especial de tutela de garantías 
constitucionales” el 7 de junio, donde se designó a un defensor público en su lugar. El 
objetivo de dichas audiencias, que fueron creadas tras la reforma del Código Procesal Penal 
en febrero, como se describe más arriba en este informe, es evaluar las solicitudes para 
extender el tiempo que pueden permanecer detenidas las personas bajo investigación. El 
Ministerio Público pidió extender el plazo de detención de Cruz a 90 días, y argumentó que 
el delito presuntamente cometido por él (“provocación, proposición y conspiración para 
cometer menoscabo a la integridad nacional”) era grave y complejo, y que Cruz 
probablemente obstruiría la investigación judicial57. Según su abogado, el juez otorgó  
la extensión.  
 

Félix Maradiaga  
Félix Maradiaga, de 44 años, es académico y precandidato presidencial por la coalición 
opositora Unidad Nacional Azul y Blanco (UNAB). Maradiaga ha sufrido acoso policial 
reiteradamente desde septiembre de 2021 58. Oficiales seguían a Maradiaga a todos los 
sitios a donde iba, incluyendo a sus actividades políticas. En numerosas oportunidades, 

 
57 “Comunicado 009-2021”, comunicado de prensa del Ministerio Público, 7 de junio de 2021 (copia en los registros de Human 
Rights Watch). 
58 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Berta Valle, esposa de Maradiaga, 18 de junio de 2021. Todos los datos de 
este caso fueron tomados de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto.  
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cuando intentó trasladarse a otras ciudades para asistir a reuniones y eventos políticos, la 
policía le indicó que no podía salir de Managua.  
 
El 17 de diciembre de 2020, Maradiaga intentó salir de su domicilio pero los agentes le 
dijeron que “no tenía permiso para salir”. Maradiaga intentó salir pese a la advertencia 
policial, pero los agentes respondieron violentamente y le fracturaron dos dedos de la mano 
derecha. Una fotografía en los registros de Human Rights Watch corrobora las lesiones 
sufridas por Maradiaga 59. Entre el 1 de diciembre y el 28 de febrero, varios oficiales 
estuvieron apostados durante todo el día en el exterior del domicilio de Maradiaga.  
 
Posteriormente, la policía vigiló a Maradiaga diariamente y lo siguió a todos los lugares que 
iba. Algunos días, sin explicación alguna, oficiales le impidieron salir de su domicilio.  
 
El 8 de junio de 2021, Maradiaga cumplió con una citación del Ministerio Público y se 
presentó en las oficinas del Ministerio. Los fiscales lo interrogaron en relación con los 
fondos que recibió para el Instituto de Estudios Estratégicos y Políticas Públicas, una 
organización no gubernamental que había dirigido previamente. También le preguntaron si 
“había pedido sanciones para funcionarios y por el gobierno”, informó su abogado a Human 
Rights Watch 60. Se presume que se referían a sanciones impuestas por gobiernos 
extranjeros a funcionarios nicaragüenses.  
 
Inmediatamente después de que Maradiaga saliera de la fiscalía, agentes de policía lo 
sacaron violentamente de su vehículo y lo golpearon en el rostro, contó uno de los abogados 
que presenció los hechos. La policía lo detuvo por presuntamente “pedir intervenciones 
militares”, “organizarse con financiamiento de potencias extranjeras para ejecutar actos de 
terrorismo y desestabilización”, “demandar, exaltar y aplaudir la imposición de sanciones 
contra el Estado de Nicaragua y sus ciudadanos” e “incitar a la injerencia extranjera en los 
asuntos internos” 61. Desde entonces, al parecer se encuentra incomunicado en El Chipote.  

 
59 Fotografía de las lesiones de Maradiaga en los registros de Human Rights Watch. 
 
60 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con alguien con conocimiento legal del caso, 9 de junio de 2021. 
61 “Nota de Prensa N° 139-2021”, comunicado de prensa del Ministerio Público, 8 de junio de 2021 (copia en los registros de 
Human Rights Watch). 
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Juan Sebastián Chamorro 
Juan Sebastián Chamorro, de 50 años, es director ejecutivo de la Alianza Cívica por la 
Justicia y la Democracia, y precandidato presidencial por la Alianza Ciudadana por la 
Libertad 62. Es primo de Cristiana Chamorro.  
 
Juan Sebastián Chamorro relató a Human Rights Watch que varios policías, a menudo seis o 
siete oficiales, y a veces en compañía de agentes antidisturbios, se apostaron frente a su 
domicilio en Managua de manera casi constante desde el 26 de septiembre de 2020. 
Chamorro indicó que, en octubre, cuando salía para participar en una reunión con la Alianza 
Cívica por la Justicia y la Democracia en otra ciudad, la policía le indicó que no podía salir  
de Managua.  
 
Los agentes también seguían a Chamorro a donde fuera y le tomaban fotografías. En febrero 
de 2021, cuando un policía lo siguió a un restaurante, Chamorro le dijo que dejara de 
“invadir [su] privacidad”. El agente respondió dándole tres puñetazos en el pecho  
a Chamorro. 
 
Durante una semana en mayo, los agentes le impidieron a Chamorro salir de su domicilio. Le 
decían que “no tenía derecho a salir”. Human Rights Watch tuvo acceso a un video en el cual 
se ve a policías que impiden su salida del domicilio 63. 
 
El 8 de junio, Chamorro recibió una notificación del Ministerio Público citándolo a 
presentarse en las oficinas del Ministerio el 9 de junio 64. No obstante, horas más tarde, la 
policía detuvo a Chamorro y allanó su domicilio. De acuerdo con el abogado de Chamorro, su 
esposa, que estaba presente en ese momento, le dijo que los oficiales no les mostraron una 
orden de allanamiento.  
 
En un comunicado de prensa del 8 de junio, la policía indicó que Chamorro estaba siendo 
investigado por presuntamente “pedir intervenciones militares”, “organizarse con 
financiamiento de potencias extranjeras para ejecutar actos de terrorismo y 

 
62 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Juan Sebastián Chamorro, 2 de junio de 2021. Todos los datos de este caso 
fueron tomados de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto. “Aspirantes opositores a Presidencia de Nicaragua 
dicen tener casa por cárcel”, EFE, 21 de mayo de 2021, https://www.efe.com/efe/cono-sur/latinoamerica/aspirantes-
opositores-a-la-presidencia-de-nicaragua-dicen-tener-casa-por-carcel/50000764-4542746 (consultado el 28 de mayo de 2021). 
63 Video en los registros de Human Rights Watch.  
64 “Citación Juan Sebastián Chamorro García”, citación del Ministerio Púbico, 8 de junio de 2021 (copia en los registros de 
Human Rights Watch). 
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desestabilización”, “demandar, exaltar y aplaudir la imposición de sanciones contra el 
Estado de Nicaragua y sus ciudadanos” e “incitar a la injerencia extranjera en los asuntos 
internos”. El comunicado hacía referencia a la Ley de Defensa de los Derechos del Pueblo a 
la Independencia, la Soberanía y la Autodeterminación para la Paz (Ley  
N.°1055) 65. Al momento de terminar este informe, al parecer se encontraba incomunicado en  
El Chipote. 
  

Otros casos de detenciones y arrestos arbitrarios, incluyendo  
el arresto domiciliario de facto 
Valeska Sandoval 
Valeska Sandoval, de 22 años, activista por los derechos humanos y estudiante de la 
Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua, fue detenida arbitrariamente durante las 
protestas de 2018. La golpearon mientras estaba detenida y fue liberada después de 
algunos días 66. Sandoval dijo haber pedido asilo en EE. UU. en 2020, pero haber  
sido deportada.  
 
El 24 de abril de 2021, Sandoval estaba en un centro comercial de Managua con unos 
amigos cuando notó que alguien los seguía, según contó.  
 
Después de separarse de sus amigos intentó llamar a un taxi, pero un policía la tomó del  
brazo. Luego, tres policías antidisturbios la subieron por la fuerza a un vehículo policial y la 
llevaron a la prisión El Chipote sin ofrecer ninguna explicación.  
 
Dos policías la llevaron a un lugar que ella describió como una “bodega” dentro de El 
Chipote y le ataron las manos con un cable al techo, obligándola a estar de pie con las 
manos sobre la cabeza. Uno de los oficiales le dijo: “Quiero saber qué fue lo que fuiste a 

 
65 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con alguien con conocimiento legal del caso, 9 de junio de 2021; “Nota de 
Prensa N° 140-2021”, comunicado de prensa de la Policía Nacional, 8 de junio de 2021 (copia en los registros de Human Rights 
Watch).  
66 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Valeska Sandoval, 4 de mayo de 2021. Toda la información de este caso 
fue tomada de la entrevista, a menos que se indique algo distinto. Ver también Kevin Sieff, “Huyó de la detención y tortura en 
Nicaragua para buscar asilo en los Estados Unidos. El gobierno la puso en un avión de regreso a casa” (“She fled detention and 
torture in Nicaragua for asylum in the United States. The government put her on a plane back home”), The Washington Post, 28 
de agosto de 2021, https://www.washingtonpost.com/world/the_americas/nicaragua-asylum-us-
border/2020/08/27/9aaba414-e561-11ea-970a-64c73a1c2392_story.html (consultado el 5 de mayo de 2021); Vladimir Vásquez, 
“Valeska Sandoval: ‘Varios policías me golpearon’” (“Valeska Sandoval: ‘Several Police Beat Me Up’”), Confidencial, 30 de abril 
de 2021,  https://www.confidencial.com.ni/english/valeska-sandoval-several-police-beat-me-tied-up/ (consultado el 28 de 
mayo de 2021). 
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hablar con Estados Unidos”. Luego, policías 
antidisturbios la abofetearon y la golpearon 
en el estómago; lo que provocó que le 
“dislocaran” dos costillas, según dijo. 
Human Rights Watch revisó fotografías 
donde se ven contusiones en el rostro, los 
brazos y el abdomen de Sandoval que son 
consistentes con su relato 67.  
 
Los policías le desataron las manos y le 
sumergieron la cabeza en un tanque de agua 
reiteradamente a lo largo de 20 minutos, 
según relató. Después, volvieron a atarle las 
manos con cables y la dejaron en la bodega 
todo el día. “La próxima vez que volvamos a 
verte, te vamos a matar”, le dijo esa noche 
un policía, “porque sigues posteando, y 
llamando a desobediencia civil en tus 
cuentas de redes sociales”. Después de dos 
días detenida, los policías usaron un 

dispositivo para administrarle fuertes descargas eléctricas en el brazo y el cuello, dijo 
Sandoval. Como consecuencia, perdió el conocimiento. Finalmente se despertó cuando la 
arrojaron de un vehículo policial a la vereda frente a la casa de su tía el 26 de abril. 
 
En ningún momento se presentaron cargos contra Sandoval por ningún delito 68.  
 

Constanza Gutiérrez (seudónimo)  
Constanza Gutiérrez, de 38 años, representa la Alianza Cívica por la Justicia y la Democracia 
a nivel local 69. El 8 de septiembre de 2020, seis policías se presentaron en su casa, le 

 
67 Copia de fotografías de las lesiones de Sandoval en los registros de Human Rights Watch. 
68 Vladimir Vásquez, “Valeska Sandoval: ‘Varios policías me golpearon’” (“Valeska Sandoval: ‘Several Police Beat Me Up’”), 
Confidencial, 30 de abril de 2021, https://www.confidencial.com.ni/english/valeska-sandoval-several-police-beat-me-tied-up/ 
(consultado el 28 de mayo de 2021). 
69 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Constanza Gutiérrez, 28 de febrero de 2021. Toda la información de este 
caso fue tomada de la entrevista, a menos que se indique algo distinto.  

 
Valeska Sandoval muestra sus contusiones después 
de haber sido golpeada ferozmente por policías 
 antidisturbios, Managua, Nicaragua, 24 de abril de 
2021. © 2021 Valeska Sandoval 

 

https://www.confidencial.com.ni/english/valeska-sandoval-several-police-beat-me-tied-up/
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ordenaron a su esposo que abriera la puerta e ingresaron sin mostrar una orden de 
allanamiento, según contó Gutiérrez a Human Rights Watch.  
 
Luego procedieron a arrestarla, diciéndole que estaba “siendo investigada”. Cuando ella 
preguntó por qué, un policía le respondió: “[Te detengo] porque esas son mis órdenes”, 
relató Gutiérrez.  
 
En la dependencia policial, la acusaron de enviar una amenaza de muerte “anónima” a un 
oficial, lo cual Gutiérrez negó. El día antes del arresto había estado pegando panfletos con 
críticas al gobierno; la policía le exigió durante el interrogatorio que proporcionara “el 
listado de las personas que pegaron las papeletas”. Como Gutiérrez se rehusó a hacerlo, los 
policías la llevaron a una celda sin baño y le dijeron que no la liberarían hasta que les 
proporcionara la lista.  
 
Después de algunas horas, los policías reanudaron el interrogatorio y le ordenaron que les 
diera la contraseña de su teléfono. Cuando se negó a hacerlo, le ordenaron que se 
desvistiera y que hiciera dos sentadillas, completamente desnuda, mientras una cámara la 
filmaba y hombres y mujeres policías pasaban al frente de la puerta abierta, la miraban y se 
reían. Temía que los policías la violaran, contó.  
 
Luego la volvieron a trasladar a su celda. Gutiérrez solicitó ropa abrigada o mantas porque 
hacía mucho frío en la celda, pero los policías se negaron a proporcionárselas. Después de 
algunas horas volvieron a interrogarla, e insistieron en que les diera la contraseña del 
teléfono. Al negarse, volvieron a obligarla a desvestirse y a hacer sentadillas desnuda. 
Gutiérrez fue interrogada numerosas veces durante las 48 horas en las que estuvo detenida. 
Durante la detención, recibió comida en mal estado y no le dieron agua. 
 
La policía la liberó sin presentar cargos y le dijeron que la responsabilizarían por “cualquier 
alboroto que ocurriera en [la ciudad donde vive]”. Gutiérrez se mudó a otra ciudad.  

 

Bryan Quiroz 
Bryan Quiroz, de 26 años, de la Unidad Azul y Blanco (UNAB), estuvo detenido en tres 
oportunidades en 2020 70. Anteriormente, en respuesta a su participación en actividades 

 
70 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Bryan Quiroz, 22 de enero de 2021. Toda la información de este caso fue 
tomada de la entrevista, a menos que se indique algo distinto.  
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opositoras durante las protestas de 2018, había sido arrestado de manera arbitraria. Quiroz 
estuvo en prisión preventiva por un período prolongado y fue condenado por cargos que 
respondían a motivaciones políticas. Las violaciones de derechos durante su procesamiento 
en 2018 incluyeron maltratos durante la detención y restricciones a su derecho a disponer 
de representación legal; no pudo comunicarse libremente y de manera confidencial con  
su abogado 71. 
 
Su arresto y detención más reciente fue el 20 de noviembre de 2020, cuando policías lo 
detuvieron en la ciudad de Somoto, adonde había ido para asistir a una reunión de la 
Coalición Nacional, integrada por partidos y movimientos sociales. Él y otros dos miembros 
de la coalición esperaban un autobús cuando la policía les pidió sus identificaciones. Tras 
verificar la identificación de Quiroz, cuatro policías antidisturbios lo subieron por la fuerza a 
un vehículo, le confiscaron el teléfono y lo llevaron a la estación policial de Somoto, contó 
Quiroz. Nunca le explicaron por qué. 
 
En la estación, un policía le pidió la contraseña de su teléfono. Quiroz se negó a dársela y el 
oficial lo amenazó con encarcelarlo por supuestamente intentar “desestabilizar al país”. Un 
policía de la Unidad de Inteligencia se sumó al interrogatorio y le preguntó quién 
“financia[ba] la coalición”. Los policías obligaron a Quiroz a desvestirse y ponerse un 
uniforme azul.  
 
Quiroz no tuvo acceso a un abogado mientras estuvo en la estación policial; después de su 
liberación se enteró que su abogada se había presentado en la estación una hora después 
de su arresto, pero no le habían permitido verlo.  
 
Cuando fue liberado cuatro horas más tarde, un policía lo amenazó diciéndole: “Aquí mucha 
gente te quiere matar. Un balazo puede venir de cualquier lado”. 

 
71 Human Rights Watch entrevistó a Bryan Quiroz para el trabajo que realizó sobre la represión a opositores en 2018. Para 
acceder a nuestros hallazgos sobre su caso, consulte el capítulo “Tortura y abusos durante el período de detención” en Human 
Rights Watch, Brutal represión: Torturas, tratos crueles y juicios fraudulentos contra manifestantes y opositores en Nicaragua, 
19 de junio de 2019, https://www.hrw.org/es/report/2019/06/20/brutal-represion/torturas-tratos-crueles-y-juicios-
fraudulentos-contra, págs. 33-36. 
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Victoria González and José Valenzuela (seudónimos) 
El 8 de diciembre de 2020, policías antidisturbios en una ciudad cercana a la frontera con 
Honduras arrestaron a Victoria González, de 26 años, y a José Valenzuela, de 53, ambos 
abogados que trabajan para un organismo local de derechos humanos 72. 
 
Los dos estaban de visita en dicha ciudad para ayudar a la familia de una persona asesinada 
en Honduras a recuperar el cuerpo. Varios policías les indicaron que detuvieran el auto y les 
pidieron el registro. González y Valenzuela grabaron el incidente en sus teléfonos celulares. 
En los videos del teléfono de Valenzuela se ve a policías arrestándolos, lo cual coincide con 
la descripción de ambos de lo ocurrido 73. Cuando dijeron que trabajaban para una 
organización de derechos humanos, los policías se rieron y confiscaron sus documentos 
sobre el caso de Honduras.  
 
En la dependencia policial, los oficiales los mantuvieron en oficinas separadas. Dos mujeres 
policías registraron a González, tocándole los senos reiteradamente, según relató. La 
interrogaron durante 20 minutos, mientras la insultaban y le decían que ella y Valenzuela 
“mentían” sobre lo que estaban haciendo en la ciudad.  
 
El policía que interrogó a Valenzuela dijo que sus actividades “perjudicaban el actuar del 
gobierno”, según recordó, y le preguntó “quién los financiaba”.  
 
Los policías liberaron a González y Valenzuela después de dos horas, y amenazaron con 
volver a arrestarlos si no se iban de la ciudad.  

 

Santiago Fajardo 
Santiago Fajardo, de 29 años, del movimiento político juvenil Alianza Universitaria 
Nicaragüense (AUN), fue detenido arbitrariamente durante las protestas de 2018, liberado 
gracias a una Ley de Amnistía aprobada en 2019 y detenido nuevamente por la policía 
antidisturbios en su vivienda en la ciudad de Masaya, el 4 de febrero de 2021 74. 

 
72Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Victoria González, 28 de enero de 2021; entrevista telefónica de Human 
Rights Watch con José Valenzuela, 26 de enero de 2021. Toda la información de este caso fue tomada de estas entrevistas, a 
menos que se indique algo distinto. 
73 Videos en los registros de Human Rights Watch. 
74 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Santiago Fajardo, 12 de abril de 2021. Toda la información de este caso fue 
tomada de la entrevista, a menos que se indique algo distinto. Human Rights Watch entrevistó al hermano de Santiago Fajardo, 
Christian Fajardo, para los informes sobre la represión a opositores en 2018. Para acceder a nuestros hallazgos sobre su caso, 
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Ese día, policías le exigieron que abriera la puerta, lo obligaron a acostarse boca abajo en el 
suelo y le apuntaron con sus fusiles, según relató. Human Rights Watch accedió a un video 
en el cual se ve a tres policías que detienen a Fajardo y le apuntan con fusiles 75. Los policías 
llevaron a Fajardo a una celda en la cárcel de El Chipote. Lo obligaron a desvestirse y lo 
interrogaron durante aproximadamente una hora, preguntándole los nombres de otros 
miembros de la Alianza. Lo liberaron después de 19 horas, y nunca le explicaron el motivo 
por el cual lo habían detenido 76. Fajardo había estado ayudando a juntar firmas para exigir 
que Ortega implemente reformas electorales; durante su detención, un policía le había dicho 
“que no podía poner volantes o iba preso nuevamente”.  

 
consulte el capítulo “Tortura y abusos durante la detención” en: Human Rights Watch, Brutal represión: Human Rights Watch, 
Brutal represión: Torturas, tratos crueles y juicios fraudulentos contra manifestantes y opositores en Nicaragua, 19 de junio de 
2019, págs. 54-57. 
75 “Policía secuestra al excarcelado político Santiago Fajardo en su casa de Masaya”, video, YouTube, 4 de febrero de 2021, 
https://www.youtube.com/watch?v=4de0S2Q2rJ8&ab_channel=100NOTICIASNICARAGUA (consultado el 26 de mayo de 2021). 
76 Carlos Larios, “Policía libera al opositor Santiago Fajardo bajo amenazas", La Prensa, 5 de febrero de 2021, 
https://www.laprensa.com.ni/2021/02/05/politica/2780745-policia-libera-al-opositor-santiago-fajardo-bajo-amenazas 
(consultado el 26 de mayo de 2021). 

 
Policías frente a la vivienda de Fajardo, Masaya, Nicaragua, 27 de noviembre de 2020. © 2021  
Santiago Fajardo 
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Lenin Salablanca 
Lenin Salablanca, un comerciante de 38 años y miembro de la Coalición Nacional, fue 
detenido arbitrariamente durante las protestas de 2018, acusado de “terrorismo” y liberado 
por la Ley de Amnistía77. 

 
Salablanca ha sido detenido y arrestado en al menos cuatro oportunidades desde entonces. 
El 4 de diciembre de 2020, Salablanca vio a policías fuera de su domicilio en la ciudad de 
Juigalpa y salió para grabarlos con su teléfono. Los agentes intentaron tomar su teléfono, 
contó Salablanca, y lo arrojaron al suelo, provocando la dislocación de un dedo de su mano 
izquierda. Más tarde, la policía lo arrestó fuera de su vivienda 78. 
 
Los policías le dijeron que lo arrestaban por ser un “activista en contra del buen gobierno”, 
según relató Salablanca, y lo subieron por la fuerza a un vehículo policial, donde lo 
golpearon y lo amenazaron diciendo “no te vamos a dejar marcas”, para que no pudiera 
“poner denuncias”.  
 
En la dependencia policial, un agente le pisoteó reiteradamente el pie izquierdo desnudo 
con su bota, lo cual le provocó graves lesiones en un dedo. La policía lo interrogó y lo liberó 
después de cuatro horas. No se presentaron cargos en su contra.  

 

Otros casos de hostigamiento 
Kalúa Salazar 
Kalúa Salazar, de 27 años, jefa de prensa de la estación de radio La Costeñísima, de la 
municipalidad de Bluefields, es asediada desde 2019, según relató 79. Policías antidisturbios 
y agentes vestidos de civil suelen presentarse en su domicilio por la mañana; a veces al 
amanecer. Hacen sonar las sirenas de sus patrulleros, golpean el portón de la casa de 

 
77 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Lenin Salablanca, 21 de enero de 2021. Toda la información de este caso 
fue tomada de la entrevista, a menos que se indique algo distinto.  
78 Tuit de la Coalición Nacional Nicaragua, 4 de diciembre de 2020, 
https://twitter.com/Coalicion_nic/status/1334895912448036865 (consultado el 26 de mayo de 2021). 
79 Entrevistas telefónicas de Human Rights Watch con Kalúa Salazar, 26 de marzo de 2021 y 26 de abril de 2021. Toda la 
información de este caso fue tomada de estas entrevista, a menos que se indique algo distinto. Ver también: Noel Pérez 
Miranda, “Policía de Ortega arrecia asedio contra la periodista Kalúa Salazar”, Artículo 66, 22 de marzo de 2021, 
https://www.articulo66.com/2021/03/22/periodista-kalua-salazar-asedio-policial-dictadura-orteguista-periodismo-
independiente/ (consultado el 26 de mayo de 2021); Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Situación de los 
derechos humanos en Nicaragua”, agosto/septiembre de 2020, http://www.oas.org/es/cidh/MESENI/Boletines/BOLETIN-
MESENI-2020_08_09.pdf (consultado el 28 de mayo de 2021), pág. 1.  
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Salazar y se retiran después de algunas horas. A veces, introducen los cañones de sus 
armas a través de los barrotes de su portón.  
 
Salazar salía de su vivienda rumbo al trabajo el 19 de abril de 2021, cuando un grupo de 
aproximadamente 30 policías la interceptaron 80. Cuando comenzó a grabar el incidente con 
su teléfono, un policía antidisturbios intentó quitarle el aparato, torciéndole el cuello hasta 
que intervino otro oficial. Oficiales la empujaron hacia el interior de su vivienda y 
permanecieron fuera las 24 horas durante tres días. Además, no permitieron que ella ni sus 
hijas, de 5 y 11 años, salieran durante el día. Como consecuencia, las menores no pudieron 
asistir a la escuela.  
 

María Laura Jiménez (seudónimo)  
María Laura Jiménez, de 44 años, miembro de una organización local de derechos humanos, 
manifestó que policías vigilaron su vivienda desde el 28 de noviembre de 2020 hasta fines 
de marzo de 2021 81. Jiménez relató que muchas veces, oficiales le impedían salir de su casa 
y la llamaban “traidora”. Cuando le permitían salir, a menudo la seguían con vehículos. Ella 
pudo eludirlos varias veces, pero explicó que se sentía secuestrada en su propia casa.  
 
El 2 de abril de 2021, policías antidisturbios y oficiales se ubicaron frente a su casa y no 
permitieron que nadie saliera, según señaló Jiménez, ni siquiera para comprar alimentos. 
Cuando pidió una explicación, la patearon en el estómago y la golpearon con un bastón, 
causándole contusiones en el brazo. Human Rights Watch revisó fotografías de las lesiones 
que coinciden con la descripción de Jiménez sobre lo ocurrido 82. 
 

Pablo Hernández (seudónimo) 
Pablo Hernández, de 60 años, defensor de derechos humanos, activista sindical y 
exprofesor universitario, fue detenido en septiembre de 2018, procesado por participar de 
protestas pacíficas y liberado en 2019 83.  

 
80 Comité para la Protección de los Periodistas, “Policía nicaragüense asalta a periodista Kalúa Salazar, le impide salir de casa” 
(“Nicaraguan Police Assault Journalist Kalúa Salazar, Block her from Leaving her Home”), 21 de abril de 2021, 
https://cpj.org/2021/04/nicaraguan-police-assault-journalist-kalua-salazar-block-her-from-leaving-home 
(consultado el 27 de mayo de 2021). 
81 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con María Laura Jiménez, 13 de abril de 2021. Toda la información de este caso 
fue tomada de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto.  
82 Copia de las fotografías de las lesiones de Jiménez en los registros de Human Rights Watch. 
83 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Pablo Hernández, 19 de abril de 2021. Toda la información de este caso fue 
tomada de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto. 
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Hernández relató que la vigilancia policial en su vivienda comenzó en octubre de 2019 y se 
intensificó en diciembre de 2020, cuando la policía permaneció apostada fuera de su hogar 
desde las 6:00 a. m. hasta las 9:00 p. m. todos los días, impidiéndole salir. En varias 
oportunidades, colocaron conos de tránsito para impedir que Hernández saliera en su 
automóvil. Además, fotografiaban su vivienda y a las personas que entraban y salían de su 
casa. Human Rights Watch revisó varias fotografías en las cuales se ve a policías en el 
exterior del domicilio de Hernández, lo cual corrobora parte de su relató 84. 
 
El 18 de diciembre de 2020, Hernández salió de su casa en medio de la noche, cuando los 
policías no estaban vigilando. Desde ese momento, ha vivido al menos en cinco casas 
diferentes, y debe mudarse cuando quienes lo acogen sienten miedo a sufrir represalias 
policiales por albergarlo.  
 

Ramiro Cruz (seudónimo) 
Ramiro Cruz, de 56 años, líder campesino, fue golpeado y detenido por policías en 
noviembre de 2018, que lo acusaron del delito vago de “terrorismo” debido a su 
participación en protestas pacíficas. Fue liberado en el marco de la Ley de Amnistía  
de 2019 85. 
 
Desde septiembre de 2020, grupos partidarios del gobierno, policías y oficiales 
antidisturbios vigilan su vivienda, ubicada en Managua, desde las 4:30 a. m. hasta las 6:00 
p. m. todos los días, según reveló. A veces, se retiran del lugar al mediodía por algunas 
horas. Cuando Cruz intenta salir de su domicilio, los policías le impiden abrir el portón y, en 
algunas ocasiones, bloquean la calle con sus vehículos. También pasan patrulleros en 
medio de la noche y, a través de los altavoces, comunican mensajes como “Sabemos dónde 
viven los golpistas” y “Estamos a una orden del comandante”. Cruz interpreta estos 
mensajes como una amenaza de muerte. 

 
84 Fotografías de la vigilancia policial en el exterior de la vivienda de Hernández en los registros de Human Rights Watch. 
85 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Ramiro Cruz, 27 de abril de 2021. Toda la información de este caso fue 
tomada de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto.  
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Tomás Cáceres (seudónimo) 
Tomás Cáceres, de 55 años, un médico de Managua que brindó atención médica a 
manifestantes y críticos del gobierno, fue despedido del hospital donde trabajaba cuando 
detuvieron a su hijo Manuel Cáceres (seudónimo), en mayo de 2018, en el contexto de las 
protestas contra el gobierno 86. Después de la detención de su hijo, autoridades del 
Ministerio de Salud le quitaron su sello médico, necesario para ejercer la medicina. Desde 
ese momento, no ha podido trabajar como médico. Su hijo obtuvo la libertad condicional en 
diciembre de 2019. 
 
Desde octubre de 2020, policías y partidarios del 
gobierno vigilan la vivienda de Cáceres todos los días 
durante varias horas, y él siente temor de intentar 
salir de su casa. Cuando preguntó por qué lo 
vigilaban, los policías le respondieron: “Porque 
atiendes a presos políticos”. Cáceres ha brindado 
asistencia médica, por teléfono o por videollamada, a 
críticos del gobierno que se encuentran detenidos y a 
sus familias.  
 
Cáceres relató que policías amenazaron con cortar el 
suministro de agua a su casa y con “enviar a [su] hijo 
de vuelta a la cárcel”. Afines de marzo, las 
autoridades efectivamente habían cortado el servicio 
de agua a su vivienda.  
 
El 9 de abril, el sobrino de Cáceres intentó ingresar en 
la vivienda para darle dinero, pero un grupo de 
personas partidarias del gobierno se lo impidieron y 
lo golpearon con puños y con bastones. Al darse 
cuenta de la situación Cáceres salió rápidamente de 
la casa, y comenzó a recibir golpes en la espalda por 
parte de policías y partidarios del gobierno, que lo 
agredieron con bastones. Human Rights Watch revisó 

 
86 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Tomás Cáceres, 22 de abril de 2021. Toda la información de este caso fue 
tomada de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto.  

 
Tomás Cáceres muestra las contusiones 

causadas por las golpizas que recibió por 
parte de policías y partidarios del 

gobierno. Managua, Nicaragua, mediados 
de enero de 2021. © 2021 Tomás Cáceres 
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fotografías de las lesiones que presentaba Cáceres que coinciden con su descripción de  
lo ocurrido 87. 
 

Jimena Acosta (seudónimo) 
Desde diciembre de 2020, policías montan guardia día y noche en el exterior de la vivienda 
de Jimena Acosta, de 50 años, abogada y defensora de derechos humanos 88. Cuando sale 
policías amenazan con detenerla, y regularmente llegan refuerzos para impedir que se vaya. 
El hijo de 12 años de Acosta, quien vive con ella, comenzó a manifestar síntomas de Covid-
19 en enero de 2021. Oficiales no le permitieron salir de la casa para buscar atención médica 
para su hijo. Acosta tuvo que llamar al padre del niño, que vive en otra localidad, para que 
llevara al niño a una clínica.  
 

Francisco Torres (seudónimo) 
Francisco Torres, de 23 años, miembro un movimiento estudiantil, fue detenido 
arbitrariamente y procesado en relación con las protestas de 2018 89. 
 

Torres afirmó que después de que lo liberaran por aplicación de la Ley de Amnistía, la policía 
lo asedió constantemente, y partidarios del gobierno se apostaron en el exterior de su 
vivienda. Transcurrida una semana, esta situación se tornó “insoportable” y Torres se mudó 
a una vivienda segura en Managua. Pero la policía también lo seguía allí, incluso cuando 
salía para ir al cine o estudiar en la universidad. Policías y partidarios del gobierno lo 
fotografiaban en plazas públicas. En varias oportunidades salió del país, y las autoridades 
de migraciones lo retuvieron durante dos o tres horas cada vez que viajaba. Le preguntaban 
a dónde se dirigía, quién pagaba su viaje y por cuánto tiempo se ausentaría. 
 

A mediados de marzo de 2020, regresó a su ciudad para estar más cerca de su familia 
durante la pandemia. Un día, al regresar de hacer sus compras de alimentos, se encontró 
con que la policía había rodeado su vivienda. Permanecieron allí durante toda la tarde y le 
dijeron que tenían información de que él estaba “haciendo reuniones y planeando acciones 

 
87 Fotografías de las lesiones de Cáceres en los registros de Human Rights Watch. 
88 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Jimena Acosta, 4 de marzo de 2021. Toda la información de este caso fue 
tomada de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto.  
89 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Francisco Torres, 29 de abril de 2021. Toda la información de este caso fue 
tomada de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto.  
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para desestabilizar el país”. Entre marzo y junio, los policías permanecieron en el exterior de 
su domicilio durante algunas horas todos los fines de semana. En los feriados nacionales y 
en las fechas relacionadas con los aniversarios de las protestas de 2018, la cantidad de 
policías aumentaba. En esas oportunidades, lo obligaban a permanecer en la casa y le 
decían: “No puedes salir”. En los días en los que pudo salir, fue seguido por policías. 
 

Torres manifestó que la vigilancia se ha intensificado desde junio de 2020, y contó “105 días 
de hostigamiento” desde el 1 de enero hasta mediados de abril de 2021. Los policías 
amenazaron con detener a su madre, y con “v[olver] a echar[lo] preso”.  
 

Manuel Acosta (seudónimo) 
Manuel Acosta, de 39 años, docente de física y matemática y activista, fue procesado por 
participar en actividades de protesta pacífica en 2018 90. Desde su liberación en 2019, 
policías, agentes antidisturbios y partidarios del gobierno vigilan su vivienda durante varias 
horas todos los días, señaló Acosta. Cuando los oficiales están apostados frente a su casa 
no le permiten salir, y en algunas ocasiones le apuntan con armas, acusándolo de ser una 
“amenaza para el gobierno” y un “terrorista y golpista”. Acosta solo puede salir para recibir 
atención médica o para comprar alimentos cuando los oficiales se retiran.  
 
En fechas relacionadas con el aniversario de las protestas de 2018, la cantidad de policías 
aumenta, señaló. Las fotografías y los videos que muestran a los policías frente a su 
vivienda son consistentes con la descripción de los acontecimientos dada por Acosta 91.  

 

Alianza Cívica por la Justicia y la Democracia 
El 26 de marzo, siete directores departamentales de la Alianza Cívica por la Justicia y la 
Democracia estaban participando en una reunión de planificación en la ciudad de 
Matagalpa cuando la policía llegó para interrumpirla, según lo señalaron dos testigos. La 
reunión se estaba realizando en una oficina de un bar que administra uno de los miembros 
de la Alianza, quien —según sostenían los policías— no tenía autorización para desarrollar 
esa actividad. Dos agentes subieron a la planta alta, donde se encontraba la oficina del 
dueño del bar, y cuando vieron a las personas reunidas en la sala anunciaron “Aquí están” a 

 
90 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Manuel Acosta, 27 de abril de 2021. Toda la información de este caso fue 
tomada de esta entrevista, a menos que se indique algo distinto. 
91 Fotografías de la vigilancia policial en el exterior de la vivienda de Acosta en los registros de Human Rights Watch. 
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través de una radio policial. Según los testigos, los policías les dijeron que “no [tenían] 
permiso para reunirse”, y que iban a “llevarse a todos detenidos”.  
 
Luego, los oficiales pidieron refuerzos y, poco después, llegaron policías antidisturbios. 
Tomaron fotografías de los miembros de la coalición y obligaron a las personas a salir del 
edificio empujándolas, insultándolas y amenazándolas, según nos lo refirió un testigo 92. 
Esta persona manifestó que la policía no presentó una orden judicial para ingresar. 

 
92 Entrevista telefónica de Human Rights Watch con Santiago Bernal (seudónimo), 22 de abril de 2021, y Fabricio López 
(seudónimo), 1 de junio de 2021. Toda la información de este caso fue tomada de esta entrevista, a menos que se indique algo 
distinto.  
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(contratapa) El periodista nicaragüense 

Carlos Fernando Chamorro (izquierda), 

director de los medios de comunicación El 

Confidencial y Esta Semana, poco antes 

de que policías antidisturbios lo 

obligaran a retirarse de las exoficinas de 

El Confidencial en Managua el 14 de 

diciembre de 2020, después de que 

intentara realizar una conferencia de 

prensa frente al edificio. 

© 2020 STR/AFP a través de Getty Images 

(tapa) Policías antidisturbios frente a la 

vivienda de Cristiana Chamorro, 

exdirectora de la Fundación Violeta 

Barrios de Chamorro y candidata 

presidencial de la oposición, en 

Managua, el 2 de junio de 2021, el día en 

que la policía nicaragüense allanó su 

vivienda sin una orden judicial y dispuso 

su arresto domiciliario. Chamorro está 

siendo investigada por cargos que 

parecen responder a motivaciones 

políticas. 

© 2021 Inti Ocon / AFP  

a través de Getty Images

A pocos meses de las elecciones presidenciales programadas para el 7 noviembre de 2021, el gobierno del Presidente 
Daniel Ortega ha iniciado una campaña de detenciones arbitrarias y persecución de críticos del gobierno, incluidos 
defensores de derechos humanos, periodistas y opositores políticos.  

Arremetida contra críticos documenta la detención de prominentes candidatos presidenciales opositores desde 
principios de junio de 2021, además de la constante persecución que sufren quienes son percibidos como críticos 
del gobierno. Las autoridades nicaragüenses han desplegado a policías y, a veces, a militares frente a las viviendas 
de críticos, en algunos casos durante días o meses.  

Oficiales han impedido que algunos de ellos, y en ocasiones sus familiares, pudieran salir de sus casas, y han 
fotografiado o exigido documentos de identidad a quienes entran o salen. Asimismo, la policía ha detenido a muchos 
de ellos durante horas, a veces incluso días, sin informarles el motivo de la detención. Algunos han sufrido golpizas 
y otros maltratos (en algunos casos, torturas) mientras estuvieron bajo custodia. A la mayoría se los libera después 
de ser interrogados, sin que se formulen cargos en su contra. En ocasiones, los oficiales amenazan con detenerlos 
nuevamente, o les advierten que podrían sufrir daños o ser asesinados si continúan criticando al gobierno.  

Estos abusos parecen formar parte de una estrategia gubernamental destinada a infundir miedo, reprimir el disenso 
y silenciar cualquier tipo de crítica. El gobierno también se ha aprovechado de su mayoría en la Asamblea Nacional 
para adoptar normas restrictivas que socavan gravemente derechos fundamentales, así como una “reforma” electoral 
que, en la práctica, facilita la exclusión de opositores políticos. Luego de que el gobierno reafirmara su control sobre 
el Consejo Supremo Electoral, este organismo de supervisión electoral canceló la personería jurídica a un partido de 
oposición.  

En este contexto, no existe virtualmente ninguna posibilidad de que los nicaragüenses puedan ejercer sus derechos 
fundamentales a la libertad de expresión, reunión y asociación, ni tampoco votar ni postularse a cargos públicos, si 
se percibe que se oponen al partido de gobierno.  

Human Rights Watch insta a la comunidad internacional a redoblar la presión que ejerce sobre las autoridades 
nicaragüenses para que pongan fin a la escalada represiva, aseguren que los responsables sean llevados ante la 
justicia y garanticen que los nicaragüenses puedan ejercer sus derechos políticos en elecciones libres y justas.  

Arremetida contra críticos  
Persecución y detención de opositores, defensores de derechos humanos  
y periodistas de cara a las elecciones en Nicaragua
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